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1.5.2.2.2 Demora de las convocatorias de concursos de 
méritos 
En los últimos años, los concursos de méritos o traslados correspondientes a puestos de trabajo adscritos al 
funcionariado de la Administración General de la Junta de Andalucía ha estado sometido a distintos vaivenes 
de corte administrativo y judicial, circunstancia que ha motivado que dichos concursos no se convoquen 
con la periodicidad reglamentada (semestral), datando la última convocatoria de 2011.

Esta circunstancia ha motivado un considerable número de quejas individuales por parte del colectivo 
funcionarial afectado, como por el estamento sindical, dando lugar, a comienzos del ejercicio de 2014, 
a que por este Comisionado se iniciara una actuación de oficio, queja 14/0175, ante la Administración 
autonómica, por el incumplimiento del Decreto 2/2002, de 9 de enero, al no efectuarse con la periodicidad 
reglamentada las convocatorias de los concursos de méritos.

El antecedente inmediato lo encontramos en las diferentes Órdenes y Resoluciones de 2 de marzo de 2011 
por las que se convocó el último concurso de méritos para la provisión de puestos de trabajo vacantes en 
el ámbito de diferentes Consejerías de la Junta de Andalucía (Servicios Centrales y Periféricos).

Dicho concurso fue resuelto por diversas Ordenes de 19 de marzo de 2013 (BOJA número 60, de 27 de 
marzo), después de una paralización del proceso por los Tribunales de Justicia, por cuanto afectó a derechos 
tanto de quienes habían concursado como de quienes no lo habían hecho, al modificarse puntualmente 
el baremo en el curso del proceso, al ser declarado dicho extremo contrario a Derecho por diversas 
resoluciones judiciales que obligaron a la Administración a retrotraerse al baremo inicial estipulado por el 
Decreto 2/2002, de 9 de enero.

Nuestras consideraciones partían del planteamiento de la carrera administrativa como un derecho individual 
de los empleados públicos, al establecer los artículos 14 y 16 del Estatuto Básico del Empleado Público el 
derecho de estos “a la progresión en la carrera profesional” y“a la promoción profesional”, lo que incluye 
el derecho a la promoción mediante el acceso a puestos de trabajo de igual o nivel superior a través de 
concurso de méritos.

El sistema o modelo de carrera, que tiene su basamento en la ordenación de la función pública a través 
de su clasificación en cuerpos, escalas y categorías y en los puestos de trabajo (elemento estático de la 
carrera), tiene su otro componente en el reconocimiento de los ascensos profesionales a través, entre 
otros instrumentos, de la provisión u ocupación sucesiva de puestos de trabajo (elemento dinámico de 
la carrera profesional), del que el concurso de méritos se erige como la modalidad ordinaria de provisión 
por excelencia.

En desarrollo de esa previsión legal, el citado Reglamento de 2002, en su art. 44.2, prevé una periodicidad 
semestral de las convocatorias y su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Así pues, analizamos cómo en el periodo de los últimos ocho años se han producido tres convocatorias de 
concursos de méritos (2006, 2009 y 2011), lo que arroja un significativo déficit convocante si nos atenemos 
a la periodicidad semestral reglamentada, destacando en este aspecto el reiterado incumplimiento de esta 
parcela de la promoción por parte de la Administración autonómica.

Sin duda, las dificultades de gestión y correlativas demoras intervinientes en las convocatorias de concursos 
de méritos precedentes, especialmente en las convocatorias de 2011, han estado íntimamente vinculadas 
a los vaivenes administrativos y judiciales que tras la aprobación del Decreto 2/2002 se han producido, 
fundamentalmente, en relación al ámbito subjetivo de aplicación del mérito baremable “antigüedad”.

En relación a la baremación de dicho mérito, objeto de controversia en las precedentes convocatorias, 
por la Administración se aduce que, con posterioridad a la resolución definitiva del concurso de 2011 
(marzo de 2013), ha venido planteando en sede de mesa de negociación la necesidad de que se valoren 
los servicios prestados como personal interino, siguiendo el criterio de la jurisprudencia del Tribunal de 
Justicia Europeo y de la Administración estatal y de algunas Administraciones autonómicas, sin que este 
aspecto haya obtenido consenso sindical alguno hasta el momento.
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En definitiva, estimábamos que el incumplimiento de la Administración de la Función Pública andaluza en 
relación a la obligación de acometer semestralmente concursos de méritos contraviene, más allá de la 
previsión reglamentaria a este respecto, atenta al derecho del colectivo funcionarial al desarrollo de su carrera 
profesional y a los otros aspectos relacionados con el mismo (mejora retributiva, conciliación familiar, etc.).

A la vista de lo actuado, formulamos a la Secretaria General para la Administración Pública Recomendación 
relativa al obligado cumplimiento de la responsabilidad semestral reglamentada

Como se ha dicho, siguiendo el criterio del Consejo Consultivo de Andalucía, tras la constitución del nuevo 
Gobierno, por la Consejera de Hacienda y Administración Pública se procedió, previa negociación en la Mesa 
Sectorial correspondiente, a la elaboración y aprobación de un decreto-ley reconociendo a los funcionarios 
de carrera participantes en los concursos de méritos, el tiempo de servicios prestados en situación de 
interinidad, decreto-ley, cuya no convalidación y reconversión en proposiciones de ley hemos dado cuenta 
en el apartado precedente.

1.5.2.2.3 Suspensión de los procesos de promoción interna
A lo largo del ejercicio recibimos un importante número de quejas promovidas por funcionarios de carrera 
de la Administración de la Junta de Andalucía que han concurrido a los procesos selectivos convocados 
por la Consejería de Hacienda y Administración Pública, correspondientes a la Oferta de Empleo Público 
de 2013, por promoción interna, para denunciar la suspensión-paralización de los mismos, sin causa legal 
alguna para ello. A este respecto iniciamos una investigación de oficio en el seno de la queja 15/4821.

También es necesario tener presente la normativa básica que en esta materia se contiene en la Ley 7/2007, 
de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público, que viene a recoger -en su art. 55- una serie 
de principios rectores para la selección de personal de las administraciones públicas, imponiendo a los 
miembros de los órganos de selección, en su actuación; agilidad y celeridad.

En el ámbito de la Administración autonómica, las Comisiones de Selección son las encargadas de la 
calificación así como la consideración, verificación y apreciación de las incidencias que pudieran surgir en la 
realización de los ejercicios, debiendo adoptar al respecto las decisiones motivadas que estime pertinentes.

En cualquier caso, las Comisiones de Selección deben adecuar su actuación, además, a lo dispuesto por Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común y a la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía, 
trayendo aquí a colación el principio de buena administración, en el que se comprende el derecho de la 
ciudadanía a que sus asuntos administrativos sean resueltos en un plazo razonable (art. 5).

Según los afectados, y así se constata de la información publicada por el IAAP, el tiempo transcurrido desde 
la finalización de la presentación de la autobaremación representaba  plazo más que suficiente (en algunos 
procesos más de 9 meses) para que la Comisión de Selección hubiera concluido su trabajo con la relación 
de aprobados que obtienen plaza en el proceso selectivo correspondiente. Sin embargo, ello no fue así y, 
pese a no haberse adoptado acuerdo alguno de suspensión de dichos procedimientos selectivos, estos 
se encontraban “suspendidos de facto” sin que existiera resolución judicial o administrativa alguna que 
acordara la suspensión, y por tanto interviniendo irregularidad administrativa a este respecto, dado que 
no se acreditaba la debida diligencia en la tramitación y resolución de estos procesos selectivos.

Con dicha suspensión se perjudicaba sine die la carrera profesional de los funcionarios participantes, que 
es un derecho reconocido en el Estatuto del Empleado Público, e incumpliéndose la obligación de resolver 
por los órganos de selección correspondientes.

De la información publicada en la web del IAAP, constatamos los procesos selectivos, (promoción interna) 
correspondientes a la Oferta de Empleo Público de 2013, que se encontraban “paralizados”, son los 
siguientes: Cuerpo: A1.1 Cuerpo Superior de Administradores Generales, Cuerpo: A1.2 Cuerpo Superior 
de Administradores Gestión Financiera, Cuerpo: A1.2 Cuerpo Superior Facultativo (Ciencias Sociales y del 
Trabajo);  Cuerpo: A2.11 Cuerpo de Gestión Administrativa, Cuerpo: A2.11 Cuerpo de Gestión Financiera y 
Cuerpo: C1.1 Cuerpo General de Administrativos de la Junta de Andalucía.
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